ASOCIACION RESIDENCIAS DIGNAS 

Rueda de prensa de 25 de julio de 2007 

Los familiares  que constituimos la asociación Residencias Dignas estamos atónitos, indignados y sobre todo doloridos con la maniobra efectuada por la empresa SERGESA para callar nuestras denuncias. Grupo sergesa ha demandado por 300.000 euros a la asociación Residencias Digas y a su Junta Directiva, por atentar contra su honor y buen nombre.

Pero aún nos deja más atónitos que nuestra Administración no haya salido a la luz ante las afirmaciones de SERGESA en nota de prensa donde decía: “En consecuencia, la Dirección General de Grupo SERGESA, contando con el acuerdo y la colaboración de la Gerencia de Servicios Sociales de la Junta de Castilla la Mancha, ha decido denunciar a la Asociación “Residencias Dignas” por difamación y daños a la imagen de la empresa con daños y perjuicios de 300.000 euros”.

HEMOS SOLICITADO POR ESCRITO Y AHORA LO SOLICITAMOS PUBLICAMENTE, EN RUEDA DE PRENSA, QUE NUESTRA JUNTA DE COMUNIDADES SE APARTE DE ESAS AFIRMACIONES O LAS CORROBORE ANTE TODOS LOS CIUDADANOS.

El Grupo SERGESA está intentando, de una forma vergonzosa y sucia, llena de mentiras y manipulaciones, desviar la atención del verdadero problema, que en este caso es la salud y el bienestar de seres muy frágiles, que no entienden de juicios, ni tienen tiempo para esperar veredictos. En vez asumir responsabilidades, reunirse con nosotros y resolver lo que venimos reclamando desde hace más de tres años, quieren apartar la atención pública hacia enfrentamientos entre asociación y empresa privada. No queremos seguir ese juego sucio de difamación que ha empezado SERGESA. Nuestra lucha no es con la empresa, es con la Administración y las leyes que nos han obligado a unos familiares indefensos a tener que acudir a los medios de comunicación, en el otoño pasado, como último recurso, tras numerosas quejas y reclamaciones interpuestas ante la dirección de la residencia y de múltiples administraciones.

Sin embargo, nos han obligado a ir a los tribunales, utilizando nuestro tiempo y energía en  buscar abogados, procurador y redactar nuestra defensa. SERGESA, creemos, debe tener abogados que son como funcionarios, que parecen estar acostumbrados a los juicios, y tener reclamaciones todos los días en muchos puntos del país, pero nosotros, ciudadanos normales y corrientes, no tenemos abogados ni pleitos todos los días. Quieren agotarnos, asustarnos, que dejemos de molestar para poder campar a sus anchas con nuestros abuelos.

Volvemos a repetir lo mencionado en la anterior rueda de prensa: La única pretensión de los familiares es que se aumente de forma considerable el personal que trabaja en la residencia La Alameda, para que desaparezcan todos los problemas. Esto mismo lo están pidiendo y apoyando los sindicatos: CCOO, UGT, SATSE. Y esto mismo quieren lo trabajadores, aunque no se atrevan a declararlo públicamente. Qué más quisieran ellos que ser dos o tres veces más del personal que son.

Nuestros abogados han basado nuestra defensa en los siguientes puntos:
1. No existe ninguna intromisión ilegítima en el derecho al honor:

La asociación nunca ha descalificado a SERGESA, nunca ha escrito o divulgado mensajes insultantes, insidias infamatorias o vejaciones que provoquen su descrédito, es más creemos que el último responsable de todo lo que acontece es Bienestar Social, a quien pertenece la responsabilidad sobre el bienestar de nuestros abuelos. 

Los componentes de la Asociación Residencias Dignas únicamente expresan los hechos ciertos y veraces, que se van a probar en el juicio, y que están ocurriendo en la Residencia de personas mayores La Alameda.

Por otra parte, el hecho de poner en conocimiento de los medios de comunicación (Televisión, Periódicos, Internet) la situación que están viviendo los ancianos en la Residencia La Alameda (falta de higiene y aseo personal, error en los medicamentos suministrados, realización del trabajo de manera acelera, provocando caídas de los abuelos, con sus correspondientes hematomas, heridas…) como consecuencia del número insuficiente de trabajadores dedicados al cuidado directo de los mayores en este centro, recaba dentro del Derecho a la Libertad de expresión y del Derecho a la Libertad de Información.

2. Los familiares tenemos derecho a quejarnos y presentar reclamaciones en el Derecho del Consumo. 

La asociación, al quejarse públicamente de un servicio que no está funcionando bien, después de mucho tiempo de reclamaciones individuales de palabra y por escrito, lo único que ha hecho es ejercer  el derecho que como consumidores y usuarios tenemos todos los ciudadanos,  recogidos en la constitución y en el artículo 51 de la CE y en los artículos 2 y 3 de la Ley General para la defensa de los consumidores y usuarios (salud, seguridad, información).

3. La asociación no ha perjudicado el derecho del honor de los trabajadores.

En todo momento los familiares hemos defendido su profesionalidad y buen hacer, considerando que las deficiencias habidas en la asistencia de los ancianos se deben única y exclusivamente  a la escasez de trabajadores contratados para el cuidado de los mayores.

Sin embargo, SERGESA intenta dar una buena imagen presumiendo de que con la demanda no tiene animo de lucro, e intenta comprar a los trabajadores declarando que de los 300.000 euros, en caso de que su demanda fuese estimada en su integridad, los destinaría en un 50% a los trabajadores de la residencia.  No olvidemos que esta empresa paga 700 euros a un auxiliar que en una residencia de gestión pública cobraría 1.200 euros. En cuanto al 50% restante, ha manifestado que lo donará a una ONG, lo que nos parece una clara maniobra de mostrar una imagen generosa y altruista que no tiene nada que ver con su gestión diaria de la Residencia La Alameda.
Mentiras y difamaciones que ha vertido Grupo SERGESA en los medios de comunicación.

1. Han dicho que “El juzgado de Instrucción número 3 de Guadalajara ha archivado la denuncia presentada por la asociación “Residencias Dignas” contra la empresa Sergesa”. Nunca, hasta ahora, la asociación ha presentado denuncia alguna ni contra SERGESA, si contra quien habría que hacerla de verdad, la Junta de Comunidades. El hecho de que tras la muerte de uno de los residentes tuviera que actuar el médico forense, provocó inevitablemente que se iniciara un proceso penal, de oficio, en absoluto iniciado por la asociación.

2. En el punto segundo de los hechos de la demanda contra la asociación, se lee:  “esta parte desconoce el objetivo último y oculto de esta asociación, políticos o de otra índole..... pero lo evidente es que actúa con una meta final, siendo su objetivo mi representada Grupo Sergesa”. Lo mismo que está diciendo en los medios de comunicación. Será un grupo empresarial muy importante para ellos mismos, pero para nosotros, los familiares, no tienen tal relevancia. Nuestro objetivo es mucho más importante y querido: nuestros padres y abuelos. La maniobra de afiliarnos a unos intereses políticos resulta deleznable y ridícula, especialmente viniendo de un grupo que consigue suculentos contratos tanto cuando gobierna el PP (Comunidad de Madrid, Murcia, Canarias, Castilla-León) como cuando gobierna el PSOE (Castilla-La Mancha), aunque el PSOE les haya criticado su mala gestión en algunas comunidades.

3. Difamación contra el derecho de los ciudadanos a utilizar un servicio público. En el punto décimo tercero llegan a decir (hablando de los trabajadores):  “...la sacrificada labor diaria cual es la ayuda y cuidado a los ancianos que sus familiares, entre los que se encuentran las demandadas, no atienden en sus casas personalmente”. Dice mucho de ellos que traten de hacer de su obligación contractual una sacrificada labor humanitaria; y dice mucho de ellos que a nuestro derecho a utilizar un servicio que pagamos (y al que como tal exigimos una calidad), lo conviertan en una irresponsabilidad, dado que, según manifiestan, esa labor nos corresponde a nosotras, “las mujeres”. Es como si los propietarios de una guardería que funcionase mal dijesen que la culpa es de los padres que no atienen a sus hijos en casa. ¿Esto lo ratifica  la Junta de Comunidades?

4. Mentira cuando dicen en nota de prensa y en el punto XV de la demanda “que ha habido reiterados intentos de llegar a un acuerdo amistoso, dado que la Asociación se ha negado a tener reuniones con la dirección del centro y del Grupo Sergesa”. Una absoluta mentira. Hemos hablado hasta la saciedad con los tres directores que en tres años han pasado por allí, pero la dirección del Grupo SERGESA jamás se prestó a una reunión, siendo el único contacto que ha existido entre ambas partes a través de las continuas quejas que presentábamos y de las pocas contestaciones que SERGESA nos remitía, por lo cual tuvimos que acudir a la Delegación de Bienestar Social. 

El Grupo SERGESA ha solicitado al juez de manera urgente la medida cautelar de que no podamos volver a dirigirnos a los medios de comunicación. Nosotros, nuestros abogados y cualquier persona que disfrute en este país de las libertades más primordiales, se da cuenta que se trata de una medida coactiva y no cautelar, y restrictiva de derechos fundamentales como la Libertad de Expresión, la Libertad de Opinión del Consumidor y el Derecho de queja de los mismos, y contraria a la finalidad legal para la que se constituyó la Asociación Residencias Dignas. Añadir como paradoja, que piden la medida cautelar como “protección y en beneficio incluso de los propios residentes de todas y cada una de las residencias gestionadas por Grupo Sergesa”. Nos quieren decir que velan más ellos por nuestros seres queridos que nosotros mismos.

Una medida cautelar no puede en ningún caso vulnerar derechos fundamentales.

